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SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

l. Antecedentes

la siguiente

En atención a lo expuesto. solicita de este Tribunal que otorgue
el amparo solicitado y, en su virtud. declare la nulidad del Auto impug­
nado y reconozca el derecho del actor a la inmediata puesta en libertad.
o, de no acogerse esta pretensión, a que se acuerde la incoación del
procedimiento de habeas corpus por el Juzgado de Instrucción de·
Logroño.

4. Por providencia de 19 de'junio de 1989. la Sección Primera
(Sala Primera) acuerda admitir a trámite la demanda de amparo for­
mulada por don Fernando Rodr:iguez Ordovás, sin perjuicio de lo que
resulte de los antecedentes, y tener por personado y parte en nombre
y representación del· mismo al Procurador señor Aguilar Femandez.
Asimismo. y a tenor de lo dispuesto en el 3rt. S t de la Ley Orgánica

-del Tribunal Constitucional (LOTe). acuerda reqUerir atentamente al
Juzgado de Instrucción núm. l de logrono para que. en el plazo
de diez: dias. remita testimonio del procedimiento de hábeas corpus
incoado a solicitud del hoy reCurrente en amparo, en el que se dietó
Auto en 25 de abril último pasado.

S. La Sección. por providencia de 17 de julio de 1989, acuerda
tener por recibidas las actuaciones remitidas por el Juzgado de Ins·
uucción nUmo 1 de Logroño; y, a tenor de lo dispuesto en el arto 52
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, dar vista de todas
las actuac10nes del presente recurso de amparo, por un plazo común
de veinte 'días, al Ministerio Fiscal y al solicitante del amparo para
que aleguen lo que a su derecho convenga.

6. En su escrito de alegaciones. presentadoe1 13 de septiembre
de 1989, el Ministerio Fiscal, Juego de exponer los hecQos y fundamentos
del~; estima que el problema que plantea este recurso se centra
urnC8lJiente en la. controversia sobre Qué jurisdicción es la competente
para .. conocer.el. procedimiento de hábeas corpus promovido por el
actor, atendida la condición de miembro de la Guardia Civil del arres­
tado. Elrecutrente afuma que· la jurisdicción ordinaria es la competente
para conocer el. procedimiento y el Auto judicial impugnado estima
que la competente es la jurisdicción castrense. La resolución de esta
controversiasvpcne decidir sObre si la Guardia Chil pertenece o no
a .1ás Fuel%aSArmadas Y cuál es el Régimen Disciplinario aplicable
a los miembros de este Instituto.

Estos, dos puntos han sido resueltos de manera cIara y tenninante
pord ATe 1.265/1988. En relaci6ncon la primera cuestión, el Tribunal
Constitucional declara ~que con independencia de lo establecido en
el último pátrafo del art. 2 de la Ley Orgánica 6/1984. de 24 de
mayo, ha de. tenerse en cuenta que el 3rt. 17 de la Ley Orgánica
4/1987, de 15 dejiJilo, de Competencia y Organización de la Jurisdicción
Militar señala que éorrespo";de a ésta la tutela de. los. derechos de
quienes recurran contra sanCIones impuestas en aplicaCIón de la Ley
Orgánica de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas y si bien
es cierto. como séñaló la STC 9311986, fundamento jurídico 7.0 que
la Constitución distirigue entre Fuerzas Annadas y Cuerpos y Fuerzas
de Seguridad,· ello no impide que la Ley pueda sujetar a disciplina
militar a los Institut-os Armados oa otros Cuerpos y así lo hace el
capitulo tercero del título n de la Ley Organka 211986, de 13 de
marzo, de Fuerzas y CUerpos de Seguridad, que además de atribuir
al CuerpO de la Guardia Civil una natoUtleza militar (art, 13.1), en
coherencia con lo dispuesto en su arto 9. b), no incorpora Slrrégimen
disciplinario. (::omo hace la sección cuarta· del capirolo cuarto para
el Cuerpo- N4cional de Polleta, sino qUe se remite en el arto IS.1
a su normativa,especificall.

De otra parte. el citado Auto concluye aftnnando que la nonnativa
disciplinaria propia de la Guardia Civil es, mientras no se prevea otra
propia o singularidades especrlicas. la de las Fuerzas Annadas, según
se deduce de la -con1petencia que atribuye el propio arto 15.1 al Ministro
de Defensa para la imposición de la sanción de separación de servicio
y sobre todo de los arts. 'S, 19.2, 21, 22 y 29 de la Ley Orgánica
121I98S. de 27 de noviembre, Que reconocen la potestad disciplinaria
en dicho régimen al Director General y al Subdirector General de
la Guardia Civil. '

En el presente caso nos encontramos ante un arresto impuesto
en aplicación de la Ley Orgánica Disciplinaria de las Fuerzas Annadas,
lo que supone necesariamente que la tutela de los derechos de quienes
recurran contra esta clase de sanciones corresponde a la Jurisdicción
Militar, por aplicación del art. 17 de la Ley Orgánica 411987, de 15
de Julio. Esto supone que el actor debió acudir a la jurisdicción militar
para que ésta conociera del procedimiento de hábeas corpus y no
a la jurisdicción ordinaria y, al no hacerlQ asi. el Auto del Juzgado
de Instrucción de Logroiio. que inadmite el procedimiento de habeas
corpus. no vulnera el arto 17 referido a la libertad personal del actor.
ni vulnera el derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley,
por no ser la jurisdicción ordinaria la competente para el conocimiento
de dicho procedimiento. Tampoco existe Violación del arto 24.1 de
la Constitución, porque el Juzgado da a la pretensión del recurrente
una respuesta nlzonada y fundada en derecho, que satisface el derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva.

En consecuencia, el Fiscal interesa que. de acuerdo con los arts.
86.1 y 80 de ·la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, en relación
con el 372 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por el Tribunal Cons-

Sala Primera. Sentencia 106/1992, de J de julio. Recurso
de amparo 855/1989. Contra Aulo del Juzgado de Ins­
trucción núm. 1 de Logroflo. denegatorio de· tina solicitud
hábeas corpus. Supuesta vulnerario" áe los derechos a
la lihertad y a la. tutela judicial efec/Jyai cmnpetencü;¡ de
la jurisdicción mili/ar.
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando Gatcía-Mon
y González·Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús- Leguina
Villa. don Luis- L6pez Guerra y don VICente Gimeno Semita. Magis­
trados, ha pronunciado

En el recurso de amparo mimo 855/1989. promovidó por don Fer­
nando Rodríguez Ordovás, representado por elPtú<:utador de los Tri­
bunales dOn Ignacio Aguilar Femández y asis,tidQp<)telLctrado- don
JOSé Maria Diaz de! Cuvillo. contra Auto de 25. de aóri) de !989
del Juzgado de Instrucción núm. 1 de LogrQñ9, ~eil~rip de una
solicitud de hábeas corpus. En el. proceSO.de ampa;1:o··ha comparecido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Presiden{C.dOn Francisco Tomás
y Valiente. quien expresa el parecer de la Sala

1. Por escrito que tiene entrada en este Tribunal el 8 de mayo
de 1989. el Procurador de los Tribunales don Ignac:ip~arFernández.

interpone, en nombre y representaeióri de dQir':Fet'o<mdo R.Q<:lriguez
Ordovás, recurso de amparo contra el Auto de 2:5 de abril de 1989
del Juzgado de Instrucción núm.. 1 de Logrono, por ~l que denegó
la admisión de una solicitud de hábeas COrpus. •

2. La· demanda se basa. en síntesis, en los siguientes hechos:

A) El recurrente, Guardia Civil destinado en la 522.10 Comandancia
(Navarra). fue sancionado. por. Resolución del Director General del
Cuerpo del pasado 4 de abril, a cumplir dos meses de ~sto en
establecimiento disciplinario. como autor de lltla falta· grave prev~¡;,ta

en el arto 9.15 de la Ley Orgánica t2/1985. de 27 de noviembre.
del-Régimen Disciplinario de las Fuerzas Annada~.

B) El 25 de abril de 1989, presentó en el JtiZgdo de Instrucción
núm. 1 de Logroño escrito solicitando la incoación del procedimiento
de hábeas corpus. por hallarse privado de libertad, {l$Ujuicio üegalmente,
en el Acuartelamiento de la Guardia Chil correspondiente a la 509."
Comandancia Móvil (Logroño).

C) Por Auto de 25 de abril de 1989. ell~o reSOlVió denegar
la solicitud mencionada. estimándose incompetente y remitiendo al
actor al Juzgado Togado Militar que procediera, si así lo considerase
conveniente. En dicho Auto, el Juez rdZOnala d.eneg~j;i6n con ba$e
en lo establecido en los arts. 13.2 Y 15 y copcol'd,antes- de. la Ley
Orgánica 21l986, de 13 de mar.zo. de Fuerzas y Cu.erpQs de Seguridad
del Estado,.en relación con el art. 61.3 de la LeyOrg,ánica 41l987,
de 1S de julio, de Competencia y Organización de- ·la Jurisdicción Militar
y con el art.3, _en conexión con el 9 y concordanteS-;~e la LOPJ,

3. La representación del recurrente considera qUe el Jl.lZgado de
Instrucción era competente para conocer de un acto que implica pri·
vación de libe$d. por lo que su decisiónorigtnó fa -eonc,u1cación de
sus derechos a la tutela judicial efectiva (art. 24.1c.E.), aiJuezordinario
predeterminado por la Ley (art. 24.2 C.E.), yala libertad personal
(art. 1.7.! y 4 C.E.).

Al respecto aduce, invocando la STC 93/1986, la interpretación
forzosamente restrictiva que el art. 117.5 de la C:E. impone al alCance
de' la jurisdicción castrense. citando en tal· sentido el arto 40,2 de la
Ley Orgánica 611980. de 1 c!e julio. En el arto 8 de la C.E. no se
incluye entre las FF.AA. a la Guardia Civil, que se integra, como
expresa el arto 9 de la Ley Orgánica 2/1986, en las· Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad del Estado, distintas de las primeras Cart:. 104 de la C.E.).
El arto 3.2 de la LOPJ establece que la competerH;::-a-de la jurisdicción
militar quedará limitada al ámbitoestrietamente ~strenserespectode
los hechos tipificados como delitos militares. por elCódígo 'PenalMilltar.
ámbito que ha Gc. predicarse estrictamente de las FEAA., entre las
que no se encuentra comprendida la Guardia Civil. De otra parte,
el arto 11 de la Ley Orgánica 4/1987. equipara claramente militares
y Fuerzas Annadas y debe resaltarse, asimi~mo, que la DeClaración
sobre la· Pollcia dei Consejo de Europa. a la que se refiere en su
Preá.mbulo de la Ley Orgánica 2/1986. de 13 de marzo. dice en, su
arto 28 que el funcionario de polida no debe tener el slatns de «com­
batiente» y las disposiciones... de la Tercera· Convención de Ginebra
de 12 de agosto de 1949. relativas al trat.-'1miento de prisioneros de
guerra.no le son aplicables.
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titucional se dicte Sentencia desestimando el recurso de amparo. por
no vulnerar la resolución impugnada los derechos fundamentales ale-
gados por el recurrente en la demanda. .

7. La representación del recurrente. en escrito presentado el 14
de septiembre de 1989. ratifica íntegramente el contenido aela demanda
de amparo y solicita la estimación de las pretensiones en ella formuladas.

S. Por providencia de 30 de junio de 1992 se señaló· para deli·
beraci.ón y fallo de la presente Sentencia el dia· 1 de julio siguiente.

n. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión planteada en el presente recurso de amparo consiste
en detenninar si el Auto dictado el 25 de abril de 1989 por elJ~o
de Instrucción núm. 1 de Logroño,.que.denegó .p01;'.. estiJparse.mcom­
petente para su tramitactón, la incoacióndelproc~er:~de hábeas
corpus solicitada por el hoy recurrente. Vulneralosd~atalibertad.
en relación a bl inmediata puesta a disPQSiciónjudi~4e..t,oda persona
detenida ilegalmente (art. 17.4 C.E.), a obtent;rbl' tqtet.a jutiJ:ciaJ éfectiva
(art. 24.1 C.E.). y ai Juez ordinario ¡mode\Otll!inad0porla~(llll- 24.2
C.E.). En dicho Auto. el Juez consideraque,. d~c0nfonnida4 con
lo establecido en el art. 13. párrafo segundQ,·quin~ ycoqcordantes
de la Ley OQlánica 2/1986. de 13 de m""",. de Fuerzas y CUerpos
de Seguridad del Estado en relación con el art. 6.1. párrafo· tercero,
de la Ley Orgánica 4/1987. de 15 deiulio. de Co'1'pet<mcia yOrga­
nización de la Jurisdicción Militar. y el art. 9 Y cemcorihltl:tes de la
Ley OrgAnica del Poder JudiCial. correspondía a Itl:j~icci<)O- rnjlitar
la competencia para conocer del procedimientodehá~corpushabida
cuenta que el arresto del solicitante tenia' COlllOCatlsa'llIla sarLción
disciplinaria impuesta por la Dirección Getl:eoti de .b1. GuárdÚl Civil
El recurrente de amparo. por contra. estitnaquet;I:J~de~
trucción de Logrado era competente para conOC~r d,~~beas:corpus,
pues. a sujuicio. la sanción impuestafiase referla al árn~itoestrictamente
castrense y, en consecuencia. el control jurisdiccional no correspOndía
a la jurisdicción militar. .

2. Delimitado. pues. el objeto del presente proceso constitucional
es claro que la impugnación que se efectúa contra la negativa a incoar
el procedimiento de .hábeas corpus coincide en .10_ sustancial con las
pretensiones resueltaS por el Pleno del Tribunal de>"laSTC 1-94/1989.
En esta Sentencia. y a los efectos·· queahortl interesan, el Tribunal
sentó la doctrina, luego reiterada en la STC441199l_de>la,saIaSegunda.
de que el COnocimiento de los procediinientos'dehabeas oorpuscorres­
ponderá a la jurisdicción militar cuando la detención tenga como causa
una sanción revisable por la jurisdicción castrense,pu~. de una parte;
as! se deriva· inequivocamente del art.2, pátrafo tercero; de la Ley
Oq¡ánlca 6/1984 reguladora del proce<lJntiento de habel!s corpus. y
del art." 61.3 de la Ley Orgimica 4/1987. ~e se remite a 'la anterior.

que establece que «en el ámbito de la jurisdicción militar será competente
para conocer de la solicitud de habeas corpus el Juez Togado Militar».
De otra parte. Que no es coI:ttraria a la Constitución la atribución
a la Guardia Civil de unrégirnen militar en materia disciplinaria y
organizativa, así como que la normativa disciplinaria propia de la Guar­
dia Civil es, mientras no se prevea otra propia o singularidades espe­
cíficas. la de las '-Fuerzas Annadas. como posteriormente se ha hecho
por medio de la Ley Orgánica 1/1991. de 17 de julio. de Régimen
Disciplinario de la Guardia Civil.

3. De confonnidad con las anteriores consideraciones y de los
precedentes jurisdiccionales citados, ha de concluirse que la negativa
del Juzgado de InStnlcción núm.. -1 de Logrofio a incoar el procedimiento
de habeas corpus solicitado por el recurrente fue correcta y no lesionó
los derechos fur1.damentales del recurrente. En efecto. en el Auto ahora
impugnado'elJuez de Instrucción hace constar expresamente, en primer
término. que al recurrente le fue impuesta una sanción de dos meses
de arresto por la Dirección General de la Guardia Civil. por la comisi6n
de una falfil yave contemplada en el art. 9.15 de la Ley Orgánica
12119~5.del Régimen Disciplinario de las Fuerzas Annadas. En segun­
dO ténnino; acuerda denegar la incoación del procedimiento de habeas
corpus instado p;or el hoy fCCllITente al estimar que. en aplicaci6n
de la nortnátiva Vigente, debidamente citada. la competencia del habeas
corpus correspOqdta al Juzgado MílitaÍ' co~pondiente.

Es claro¡pot, tanto, de una parte. que la decisión del Juzgado de
I~rucci61l: de Logroño da una respuesta explicita y motivada a la
J?CÜción deduCida por el recurrente, por 10 que carece de todo' fun­
éiamento la aJepda infracción del derecho' a obtener la tutela judicial
efectiva (llll- 2Ü C.E.). De otra parte. por tratarse del cumplimiento
de una sanci6n militar impuesta al hoy recurrente y dado que la Guardía
Civil esta sometida a un régimen disciplinario militar, el conocimiento
del habeas corpus corresponde a la jurisdicci6n militar. razón por la
cual tampoco cabe apreciar infracción alguna de los derechos fun­
damentales consagrados en los arts. 17.4 y 24.2 de la C.E.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA AUI'O­
RlDAD QUE LE CONFIERE- LA CONSTITUCIÓN DE LA NAClÓN EspAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don Fernando
R.od.I'i&l;lez Ordovás.

Publiquese esta Sentencia en el _Boletín Oficial del Estado•.

Dada en Madrid., a uno de julio de mil novecientos nov~nta y
dos.-Francisco Tomás y Valiente.~Femando García~Mon y Gonzá­
lez-Regueral.-C'arlos de la Vega Benayas.-Jesús Leguina Villa-Luis
López Guem.-VICente Gimeno Sendra.-Fl11I1ado y rubricado.

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta pOr don
Francisco Rubio Llorente. Presidente en funciones;',Qon Eugenio Diaz
EimiL don Miguel Rodriguez·Pmero y Bravo-Ferrer. don JOSé Luis
de los Mozos y de los Mozos. don AlvaroRodriguez Beteijo y don
José Gabaldón López, Magistrado~ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

En el recurso de amparo núm. 1.29311990, promovido por la Pro­
curadora de los Tribunales doña Maria Jesús GonzáJez<Díez:. en nombre
y representación de dona Diana Gayle Abbott. asisti4a del Letrado
don José. Manuel López López. contra· la Sentenci.... de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.deS de febrero
de 1990 (reCUI1iO núm. 18.773/1990 (3.109/1989)1. dietadaen ejecución
de Sentencia en procedimiento sobre despido. Ha (:orfiparecidóelMinis·
terio Fiscal y, como demandada, la República de Sudáftica.rep~tada
por el Procurador de los Tribunales don Alfonso Gil Meléndez y asistida
del Letrado don León Barriola Urriticoechea. Ha sido Ponente el Magis.­
trado don Miguel Rodriguez·Piñero y BravQ-Ferre_r~quien ex.presa el
parecer de la Sala.

l. Antecedentes

l. Por escrito regiStrado en este Tribunal el 24 de mayo de 1990.
doña Maria Jesús González Díez. Procuradora de los Tribunales. y
de doña Diana .Gayle Abbott. interpone recurso de amparo contra
la sentencia de la Sala de lo Social del Tnbunal Superior de Justicia
de Madrid. de 8 de febrero de 1990, resolutoria del recurso de supü·
cación (número 18.773/1990 (3.109/1989)J. promovido por la Repú­
blica de Sudáfrica.contra el Auto del J~o de lo Social núm. II
de Madrid. de fecha 21 de marzo de 1988. dictado en ejecución de
la Sentencia de ese Juzgado de 1 de junio de 19S7. resultante del
proce<lJntiento sobre despido núm. 1.245/1985.

2. La demanda se fundamenta en los siguientes antecedentes:

a) La hoy recurrente. de nacionalidad norteamericana. prestaba
desde el 5 de abril de 1983 sus servicios como Secretaria bilingüe.
en su virtud de contrato de trabajo. en la Embajada de la República
de SudMrica en Madrid._ Despedida con efectos desde el 30 de sep­
tiembre de 1985, interpuso demanda por despido contra la República
de Sudáfricaque fue trámitada mijo el núm. 1.245/1985. ante la entonces
Magistratura de Trabajo núm. 11 de Madrid. la cual dictó Sentencia
de 26 de noviembre de 1985. declarando la inmunidad de jurisdicción
de lademandadá. estimando la excepción de incompetencia de juris­
dicción alegada por la contraparte y absoviéndola en la instancia.

b) Promovido recurso de casación (núm. 30811986) contra dicha
Sentencia pOr la demandante de amparo. la Sala de lo SOcial del Tribunal
Supremo dictó Sentencia estimatoria de 1 de diciembre de 1986 en
la que se declaró la competencia de la jurisdicción española para conocer
de la pretensión deducida. por la aetora y se acordó la devolución
de los autos a la Magistratura de procedencia para que el Magistrado
se pronunciara sobre el fondo del asunto con libertad de criterio. pre·

Sala Segunda. Sentencia 10711992, de 1 de julio. Re·
curso de amparo 1.293/Jf)90~ contra Sen(en('/a de ia
SaJa de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, dictada en ejecución de sentenc.ia en procedimiento
sobre despido. Vulneraéión del derecho a la lJ4tela judicial

. efectiva: alcance de /a inmunidadde ejecución de los bienes
de un Estado extranjero. Voto ¡J(Irticular. -.
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